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LA RESPONSABILIDAD DEL GOBIERNO NACIONAL PANAMEÑO EN EL ABUSO DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS DE PANAMÁ

Informe a la 9na Sesión del UPR Working Group

22 de Noviembre - 3 de Diciembre de 2010


Este informe ha sido realizado por Cultural Survival (CS), una organización internacional dedicada a la promoción y respeto de  los derechos indígenas, con un liderazgo indígena global y estatus consultivo en  el ECOSOC.  CS, con  sede en Cambridge, Massachusetts, es una entidad  sin fines de lucro de los Estado Unidos del tipo denominado 501(c)(3): monitoriza la protección de los derechos indígenas en todo el mundo y publica los resultados de sus investigaciones en su propia revista, la Cultural Survival Quarterly y en su página web: www.cs.org.  El informe a.C. presentado se ha basado en extensas consultas, tanto con organizaciones como con expertos, en visitas de campo, y en la revisión de numerosos documentos inéditos. CS ha colaborado en este esfuerzo con investigadores, estudiantes y profesores, en el Massachusetts Institute of Technology, con participación de las universidades de Harvard, Tufts, y Wellesley.


En el ámbito de de los derechos indígenas, Panamá se sitúa en una posición intermedia.  En el lado positivo, el sistema de territorios reservados llamados comarcas ofrece una protección inusualmente fuerte para las tierras y autonomía indígenas.  Además del Defensor del Pueblo nacional, dos organismos gubernamentales se ocupan de los asuntos indígenas.  Muchos planes y comisiones se dirigen a combatir la pobreza indígena.  Leyes progresistas se han aprobado.  Escuelas y centros de salud rural, aunque con fondos insuficientes y distribuidos desigualmente, son ubicuos.  


Sin embargo, el desfase entre las intenciones declaradas, por un lado, y las acciones gubernamentales, por el otro, es inmenso.  La oficina del Defensor ha demostrado en muchos casos ser ineficaz; la legislación a favor de los derechos de los pueblos indígenas a menudo no se  respeta; y muchos planes oficiales y proyectos constituyen nada más que escaparate.  El gobierno incumple su deber de proteger a los ciudadanos indígenas, y cuando están en juego proyectos de desarrollo nacional de gran escala, el gobierno promueve la violación de sus derechos . En estos aspectos, la actual administración del Presidente Martinelli no ha supuesto una mejora respecto a sus predecesores.  


Los pueblos indígenas—Kuna, Emberá, Wounán, Ngöbe (o Ngäbe), Buglé, Naso, y Bribri— sumaron 285,000 personas en el censo del año 2000, constituyendo aproximadamente 10 por ciento de la población nacional.  Sus tierras, que comprenden algunos de los últimos bosques de Panamá, están amenazadas por un reciente aumento de la explotación de sus recursos naturales y sociales, especialmente depósitos minerales, pastos, ríos adecuados para centrales hidroeléctricas, y el turismo.  


La amplitud de los abusos, reales e inminentes, es extensa.  Una interconexión eléctrica internacional propuesta
 supondrá la instalación de torres a través de la comarca Ngöbe en el oeste de Panamá.  En el este, las torres serán instaladas en un angosto corredor entre las comarcas kunas y emberá con el objetivo de eludir los reparos de los congresos Kuna y Emberá y de los grupos ambientalistas.  Igualmente alarmante es la propuesta del gobierno de suavizar las protecciones ambientalistas y las restricciones a la minería, y específicamente, reabrir la mina de cobre en el Cerro Colorado, la cual en años pasados hizo mucho daño a los Ngöbe.


Otros asuntos de gran preocupación son la pobreza extrema en la que viven las poblaciones indígenas, el trabajo infantil, las enfermedades endémicas y la desnutrición,  el desprecio por la autonomía política y los derechos de la mujer.  En el limitado espacio disponible aquí, la atención se centrará en tres casos representativos: un proyecto hidroeléctrico en tierras Ngöbe, el turismo descontrolado y la especulación de tierras en Bocas del Toro, y la invasión de tierras indígenas Emberá en el Darién.
  En cada caso, la cuestión central es el fallo del gobierno en proteger la tenencia indígena de la tierra.

EL IMPACTO DEL PROYECTO CHAN 75 EN EL PUEBLO NGÖBE
            Como miembro de SIEPAC
, un consorcio regional dedicado al gran aumento de la producción y distribución internacional de energía eléctrica, el gobierno panameño y sus socios privados han empezado un programa de construcción acelerada de proyectos hidroeléctricos, construyendo múltiples centrales hidroeléctricas en casi todos los ríos de Panamá occidental y causando dislocaciones, conflictos, y amenazas graves a los derechos humanos, especialmente los de los pueblos Indígenas.  En el Río Chiriquí Viejo, a partir de marzo 2010, habían empezado a construir cuatro centrales y tenían planes para construir dieciséis más.  En abril 2010, la policía atacó a un grupo de campesinos que se estaban manifestando en el Río Fonseca.  En la cuenca hidrográfica de Bonyic, ubicada en un territorio tradicionalmente Naso, autorizaron un proyecto hidroeléctrico en 2009 a pesar de las protestas de una amplia coalición de grupos Indígenas y ambientales. Y en el Río Changuinola, los habitantes Ngöbes han sido desplazados ilegalmente por la primera de tres centrales, el proyecto Chan 75.

            La construcción de Chan 75 por la firma AES Changuinola empezó en junio de 2007, antes de la conclusión de todos los estudios ambientales requeridos.  El estudio principal sobre impacto ambiental, con fecha de 2005, aprueba el proyecto sobre la base de criterios superficiales y un espurio cálculo de méritos y perjuicios.  Hasta el día de hoy no existe una seria evaluación de las posibles consecuencias a largo plazo de la construcción o de una represa o de tres represas en un río corto 
  Estudios nacionales e internacionales de gran reputación indican que las represas del Río Changuinola promoverán eutrofización, inundaciones, deforestación, colonización, y enfermedades endémicas, que afectarían a los humanos y a los animales.

            AES Changuinola y el gobierno panameño no han conseguido el consentimiento informado y legitimo ni de los habitantes de las cuatro comunidades que la central desplazará ni de los miles de Ngöbes que a largo plazo pueden resultar afectados por el proyecto, y todo ello, a pesar de la provisión del la ley nacional del ambiente, Ley 41 de 1998, que requiere este consentimiento.  La compañía y el gobierno también han violado el artículo 10 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas (de aquí en adelante “la Declaración”) —una conclusión confirmada por tres informes y fallos internacionales realizados independientemente.  (En particular vea el reporte del Relator Especial de la situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los pueblos indígenas, James Anaya.)
 

      

      En lugar de promover la deliberación colectiva tradicional en las comunidades Ngöbe (y  violando así los artículos 18 y 19 de la Declaración), AES ha tratado de llegar a acuerdos particulares con algunas familias individuales, en muchos casos después de empezar la construcción, presionándolas para que firmasen los documentos que la mayoría de los firmantes no entienden de manera completa.  Acuerdos individuales han sido presentados como consentimiento comunitario, y la oposición al proyecto ha sido ocultada. Para cumplir con el calendario marcado por el ritmo de construcción, AES ha arrasado casas sin el consentimiento de los dueños.  En este ambiente hostil, incluso los Ngöbes que aceptaron la compensación, de ningún modo ejercen el libre consentimiento.

            AES y el gobierno también han violado los derechos de los Ngöbes opuestos a la central.  Una manifestación pacífica en la comunidad de Charco la Pava en 2008 fue atacada por las fuerzas de la policía armadas con palos.  Cincuenta-y-cuatro personas, incluso trece niños y dos criaturas, fueron encarceladas (violando así el artículo 7 de la Declaración), y desde entonces los policías contratados por AES han ilegalmente restringido entradas y salidas del distrito (hecho confirmado por un participante en nuestro estudio en marzo de 2010).  Todas estas acciones ilegales son en el fondo la responsabilidad del Estado, pues es la última autoridad legal en el país y accionista del 49% del proyecto.


Después de haber agotado todos los procedimientos nacionales,, en 2008 varias comunidades Ngöbe, con la asistencia de la CS, inició un proceso judicial en la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.  La Comisión exigió a Panamá que suspendiera las obras en la represa hasta que se pudiera completar el estudio del caso.  El gobierno panameño no hizo caso de estas demandas, lo cual provocó que la Comisión mandara una petición a la Corte Interamericana de Derechos Humanos para pedir medidas provisionales para detener la construcción. Sin embargo, la construcción de la central continúa hasta el día de hoy.  El desafío abierto por Panamá al sistema Interamericano de Derechos Humanos demuestra una intención clara de demorar hasta que complete el proyecto rápidamente, ignorando fallos y recomendaciones adversas.

EL TURISMO Y LA DESPOSESIÓN EN BOCAS DEL TORO 

            El turismo y la jubilación de los expatriados en Panamá han crecido exponencialmente desde  principios de los 1990s, alimentado por tierras de bajo costo, costas poco explotadas, accesibilidad, un gobierno estable, la seguridad pública, y atracciones naturales y culturales.  Los resultados han incluido una galopante especulación y fraude en las reclamaciones de la tenencia de la tierra; daños al medio ambiente; y la desposesión de los campesinos y de los pueblos Indígenas. Leyes protectoras y acuerdos internacionales no han sido respetados, y, en su impaciencia por promover el turismo, el gobierno panameño no ha hecho prácticamente nada para prevenir el abuso de los derechos humanos.

            Los resultados de la explotación turística son particularmente flagrantes en la costa y en las islas de la provincia de Bocas del Toro, donde muchos habitantes Ngöbe han sido despojados de sus tierras y así desplazados a lugares donde viven en condiciones deplorables.  
            En algunos casos, individuos del pueblo Ngöbe han vendido ilegalmente parcelas en que tienen derechos sus vecinos o sus familiares; en otros, panameños no indígenas han obtenido título de propiedad sobre tierras indígenas por medio de conexiones tenues o falsificadas.  En muchos casos los títulos se venden rápidamente a inversionistas extranjeros, lo cual aumenta los obstáculos a la reparación legal de la situación.  Los Ngöbe, muchas veces sin recursos ni  conocimientos legales, no confían en la titulación de las tierras, e incluso los que han obtenido escrituras a veces han sido desplazados como resultado de la corrupción administrativa y judicial.  En varios casos, extranjeros que reclaman tierras ocupadas por los Ngöbe han arrasado o quemado las casas Ngöbes antes de la resolución de los casos legales, a veces con la presencia de la policía local observando la destrucción.  Una ley reciente sobre las tierras turísticas, Ley 2 de 2006, facilita aún más las reclamaciones de solicitantes no indígenas.

            Las consecuencias de esto son obvias en La Solución, un asentimiento Ngöbe al oeste del aeropuerto de Bocas del Toro.  Hacinadas en un espacio poco deseable sobre un antiguo manglar y al lado de un pantano de aguas residuales, las casas de madera reciclada están en zancos sobre aguas insalubres y faltan todos los servicios higiénicos: desechos humanos y basura se mezclan en el agua bajo las casas con residuos químicos y fecales de áreas vecinas, y el agua potable se necesita llevar de afuera.  Privados de fincas de subsistencia y viviendas, los residentes de La Solución, como otros Ngöbes, sufren de inflación galopante en el precio de mercancías locales como resultado de la afluencia de turistas, lo cual resulta en una extensa malnutrición.  Con la falta de tierras disponibles para el traslado, barriadas improvisadas como La Solución representan el futuro, pero de ningún modo son una solución.

            El gobierno panameño no puede alegar que está ignorante del el ampliamente reconocido desastre social y ambiental en Bocas.  En su falta de acción, y en los actos corruptos de oficiales locales, el estado ha violado una amplia gama de medidas internacionales contra la discriminación racial y a favor de la protección de los pueblos indígenas, sobre todo los artículos 2 y 5 del ICERD, artículos 1 y 11 del ICESR; artículos 8 y 10 de la Declaración, y además Ley 10 de 1997 y el artículo 123 de la Constitución de Panamá.
 
FALLOS DE TITULACIÓN COLECTIVA EN PANAMÁ ESTE


Las tierras indígenas fuera de las cinco comarcas han sido objeto de invasiones y robos, a pesar de un artículo de la Constitución de 1972 (no. 123), el cual garantiza las tierras indígenas y la tenencia colectiva.  Desde 2001 hasta 2009, el Banco Mundial financió un programa de titulación de tierras llamado PRONAT, uno de cuyos principales objetivos era la consolidación de territorios indígenas, incluidas las zonas denominados Áreas Anexas limítrofes de la comarca Ngöbe autorizada por Ley 10 de 1997. (PRONAT, considerado como fracaso por muchos expertos, se encuentra actualmente en reorganización.)


Algunos pueblos indígenas sin comarcas que desean mantener sus tierras colectivamente, en particular un gran número de indígenas Emberá del Darién, fueron animados por la Ley 72 de 2008 -la cual posibilita títulos de propiedad colectiva- a pesar de la falta de una consulta indígena adecuada sobre la ley y la sospecha de que la ley tenía por objeto impedir una comarca Naso.  La Ley 72 les exige a solicitantes un plano o croquis de la propiedad propuesta, una certificación oficial de la población, y la certificación de la Dirección Nacional de Política Indígena .  


Una visita a la comunidad Emberá de Arimay/Emberá Puru subrayó el fallo  oficial en aplicar adecuadamente Ley 72 en la presencia de colonización masiva de colonos no indígenas en todo el Darién.  Desde su fundación como una comunidad jurídica en 1969, las tierras de Arimay se han reducido un 90%, pasando de 72.000 hectáreas a 7.572.  Ahora se enfrentan a más pérdidas. 


Los líderes de Arimay y de las  Tierras Colectivas Emberá, que incluyen a abogados bien preparados, han visto frustradas sus demandas ante el fallo del gobierno de establecer los decretos y reglamentos necesarios para implementar la Ley 72, por lo que la Dirección de Reforma Agraria (DNRA), según se afirma, todavía trata los casos en términos de las regulaciones anteriores.  Obstáculos a las reivindicaciones indígenas incluyen: 

1. Falta de aplicación e interpretación errónea de Ley 72 y el exceso de exigencias oficiales.  Aunque sólo un bosquejo cartográfico es requerido por la Ley 72, los funcionarios han exigido una demarcación anterior.  El artículo 16 de la ley ofrece unos fondos para la delimitación cuando una reivindicación ha sido presentada, indicando que no es necesario que la demarcación ocurra primero.  

2.  Retrasos en la tramitación y ejecución.  A pesar de las cláusulas de la ley (en los artículos 5-7) que muy específicamente requieren “prioridad” para las reivindicaciones colectivas y la acción inmediata dentro de treinta días, el DNRA ha causado grandes retrasos.  Entre otras cosas, estos retrasos impiden una respuesta colectiva a las incursiones individuales.  Ocho colonos están reclamando dos mil hectáreas de tierra en Arimay.  Si estos invasores “mejoran” las tierras con la tala de árboles o la construcción de edificios, los derechos posesorios, a menudo interpretados en favor de los colonos, podrían validar sus reivindicaciones, y si las disputas anteriores sirven como guía, la gente de Arimay pueden verse obligada por el DNRA a conformarse con los invasores.

3. Falta de protección de los recursos hídricos y subterráneos.  La ganadería aguas arriba del río Arimay en tierras antes ocupadas por la comunidad ha emitido productos químicos y otros contaminantes, y ha reducido el caudal a un goteo para la mayor parte del año.  Arimay no ha logrado obtener una reparación o algún remedio a esta situación.  Líderes de Arimay también se quejan de que los organismos oficiales a menudo interpretan las necesidades de tierras comunitarias de manera restrictiva y desprecian el valor de conservación de los bosques en pie.   


Entrevistas con líderes indígenas en otros lugares, así como otros informes y documentos, indican que el dilema de Arimay es característico de experiencias de comunidades en todo el este de Panamá.  En tal situación, la acción e inacción del gobierno, además de violar el espíritu y la intención de la Ley 72, viola los artículos 8, 27, 28, y 29 de la Declaración, que aboga por la “reparación” o “restitución” o “compensación” así como la prevención de la invasión de tierras indígenas.  También violan el artículo 40, que exige la resolución de las controversias pronta, justa, y equitativa, y el artículo 29, que garantiza la protección del medio ambiente.

RECOMENDACIONES

1. El gobierno debe suspender toda la construcción de hidroeléctricas hasta que procedimientos rigurosos de consentimiento informado y evaluación ambiental se establezcan, implementen, y apliquen en todos los proyectos, incluso los que ya están en marcha.  La escala de la construcción hidroeléctrica debe ser drásticamente reducida.     

 2. Una moratoria sobre la enajenación de tierras debe ser impuesta (especialmente en las ventas a los inversores extranjeros) en las zonas donde han habido denuncias frecuentes de fraude y despojo injustificado.  La Ley 2 de 2006 debe ser revisada con el objetivo de equilibrar las necesidades de los inversores del turismo y de los habitantes del lugar.   

 3. Teniendo en cuenta la rapidez de la enajenación de tierras ilegales, la justicia demorada es justicia denegada.  Los procedimientos de titulación deben ser simplificados y acelerados para los habitantes actuales, con disposiciones para la tramitación in situ y audiencias rápidas para los conflictos de escala pequeña.  El poder judicial debe asegurar que todos los mecanismos de recurso administrativo y jurídico relativos a la titulación de tierras estarán disponibles a los indígenas sin discriminación alguna.  Para los casos de enajenación y despojo, los recursos ante los tribunales deben ser prontamente escuchados.  Ni las “mejoras” de los colonos o las de operadores turísticos, ni las ventas posteriores a terceros, deben prevalecer sobre la ocupación y el uso a largo plazo.  La enajenación ilegal debe ser objeto de recurso retroactivo.   

 4. La titulación y demarcación de las tierras colectivas y de las zonas limítrofes anexas a las comarcas deben ser aceleradas.  Las tierras forestales en uso tradicional, prolongado, y ambientalmente racional, no deberían ser clasificadas como “tierras baldías” o sujetas a división en parcelas demasiadas pequeñas. 

 5. El artículo 10 de Ley 18 de 2003, que elimina las protecciones para las tierras indígenas y los recursos establecidos en Ley 41 de 1998, debe ser derogado, al igual que otras normas ambientales recientes en detrimento de los derechos indígenas.  

� Diríjase a Interconexión Eléctrica Colombia Panamá S.A. (� HYPERLINK "http://www.interconexioncp.com/" ��http://www.interconexioncp.com/�).


� Además de realizar entrevistas y revision de documentos, los investigadores de este informe visitaron los tres sitios. 


� SIEPAC es parte del Plan Puebla Panamá, que ha adoptado el nombre de Proyecto de Integración y Desarrollo de Mesoamérica (�HYPERLINK "http://www.proyectomesoamerica.org/main-pages/concepto.htm"��http://www.proyectomesoamerica.org/main-pages/concepto.htm�)


� Autoridad Nacional del Ambiente, 2005, Estudio de impacto ambiental, Categoría III, Construcción y operación de la central hidroeléctrica El Gavilán (Chan 75). Panamá.  Adicionalmente Hydro Teribe, S.A., 2005, “Addenda: informe de aclaraciones.” Panamá. Alvarado, Ramón, 2006, “Addenda al estudio de la actualización ambiental del proyecto Chan 75.” Panamá.  Un reporte del Smithsonian, frecuentemente citado en propaganda a favor del proyecto, consiste en un inventario de la biología local, sin evaluaciones del impacto potencial o recomendaciones por la mitigación de los efectos prejudiciales del proyecto. (�HYPERLINK "http://biogeodb.stri.si.edu/bioinformatics/dfm/metas/search/stxt:Gavilan/type:Document"��http://biogeodb.stri.si.edu/bioinformatics/dfm/metas/search/stxt:Gavilan/type:Document�)


� Diríjase, por ejemplo, al estudio que muestra altos niveles de contaminación y vectores de enfermedades en y alrededor de los lagos de la represa Bayano en Panamá oriental: Dr. Ernesto Martínez, Oct. 2009, “Informe técnico socio-económico sobre la indemnización de la comarca Kuna….” Congreso General Kuna de Madungandi.


� UNHRC, 7 Sept. 2009, “Informe del Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los indígenas, James Anaya: ...Observaciones sobre la situación de la Comunidad Charco la Pava y otras comunidades afectadas por el Proyecto Hidroeléctrico Chan 75 (Panamá).” “Addendum: summary of communications transmitted and replies received. Comunicación del Relator Especial de 20 de noviembre de 2008.”


Adicionalmente: Audiencia Pública Tribunal Latinoamericano del Agua, Antigua, Guatemala, 12 de Sept. de 2008, Caso: Construcción de Embalses en los ríos Bonyic-Teribe y Changuinola en el Bosque Protector Palo Seco. Changuinola, Provincia de Bocas del Toro, República de Panamá.  CERD, Feb-March 2010, “Examen de los informes presentados por los Estados partes de conformidad con el artículo 9 de la convención....  Panamá.”


� Caroline Mayhew et al., Alianza para la Conservación y el Desarrollo,  Jan. 2010, “Panama is in breach of its obligations... report submitted to the United Nations Committee on the Elimination of Racial Discrimination...”  CERD, Feb-March 2010, “Examen de los informes presentados por los Estados partes de conformidad con el artículo 9 de la convención....  Panamá.”


�  The Inspection Panel, International Bank for Reconstruction & Development, March 2009, The Inspection Panel Register.... Country: PANAMA, Land Administration Project (Loan No. 7045-PAN).”  Inspection Panel, June 2009, report No.49004-PA,  “Report and Recommendation, Panamá: Land Administration project (Loan No. 7045-PAN)”





